El siguiente es el documento presentado por el Magistrado ponente que sirvió de base para proferir en audiencia la sentencia de segunda instancia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría.

Luis Alberto Medina Ángel vs Colpensiones. Radicación 66001-31-05-004-2014-00498-01

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia:                               Providencia del 30 de enero de 2018 

Radicación Nro. :

66001-31-05-001-2014-00498-01

Proceso:


Ejecutivo Laboral 

Demandante:


Luis Alberto Medina Ángel

Demandado:                             
AFP Colfondos     

Juzgado de origen:

Cuarto Laboral del Circuito

Magistrado Ponente:

Julio César Salazar Muñoz

TEMAS:
PREJUDICIALIDAD / DEFINICIÓN / MUTACIÓN PENSIÓN DE INVALIDEZ EN PENSIÓN DE VEJEZ EN EL RÉGIMEN DE AHORRO INDIVIDUAL / IMPROCEDENCIA DEL PAGO SIMULTÁNEO DE LAS DOS PRESTACIONES / POR ENDE, NO SE CONFIGURA LA PREJUDICIALIDAD.
… el doctor Hernán Fabio López Blanco al comentar el Código General del Proceso, señala que “Para que pueda hablarse de prejudicialidad se requiere no la simple relación entre dos procesos sino la incidencia definitiva, necesaria y directa que la decisión que se tome en un proceso tenga sobre la que se adopte en el otro, de modo tal que sea condicionante total o parcialmente del sentido del fallo que deba proferirse, criterio que es esencial para no desnaturalizar el concepto y evitar el abuso que en alguna época y con fines claramente dilatorios de la actuación se dio”. (…)

Como quiera que de acuerdo con el literal j) del artículo 13 de la ley 100 de 1993 “Ningún afiliado podrá recibir simultáneamente pensiones de invalidez y de vejez”, es preciso sentar desde ya que lo que está previsto en la legislación, en vista de la temporalidad de la pensión de invalidez y de la diferencia de las tasas de reemplazo de una y otra prestación, es que, si un afiliado adquiere primero la pensión de invalidez y posteriormente reúne los requisitos para acceder a la pensión de vejez, está facultado para pedir el cambio de la prestación a los que se deriven de esta última. (…)

… en el presente caso no se observa que exista prejudicialidad por cuanto es claro que en el proceso ordinario laboral radicado con el número 2005-0556, que entre las mismas partes se adelantó ante el Juzgado Segundo Laboral del Circuito y que se encuentra en la Corte a la espera de la sentencia de casación que cierre el asunto, buscó y obtuvo en las instancias el reconocimiento y pago de la pensión de invalidez del señor Luis Alberto Medina Ángel a partir del 6 de marzo del año 2000, previa declaratoria de nulidad del dictamen, que en su caso rindió la Junta Nacional de Calificación de Invalidez. 

Nótese que, frente a la incompatibilidad para la percepción simultánea de pensiones de invalidez y vejez, el hecho de que la Corte no case la sentencia del Tribunal, que es lo que preocupa a la recurrente, implicaría la vigencia de la pensión de invalidez del actor hasta el momento en que, por llenar él los requisitos para acceder a la pensión de vejez, aquella mute en ésta.  Pero, se insiste, sin que puedan en ningún momento percibirse simultáneamente.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, treinta de enero de dos mil diecinueve
Acta número ___ de 30 de enero de 2019
En la fecha, siendo las nueve y treinta de la mañana, la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación presentado por la AFP Colfondos contra el auto que declaró no probada la excepción de prejudicialidad, proferido por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de esta ciudad el día 2 de octubre de 2018, dentro del proceso ejecutivo laboral que le promueve el señor Luis Alberto Medina Ángel, cuya radicación corresponde al número 66001-31-05-001-2014-00498-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

En este estado de la diligencia, se le corre traslado a las partes con el propósito de que si lo consideran necesario presenten sus alegatos de conclusión en un lapso de 5 minutos, término que considera la Sala prudente para el efecto de conformidad con lo previsto en el parágrafo 2º del artículo 42 del C.P.T.
Oídas las argumentaciones de las partes y como quiera que los aspectos propuestos por ellas fueron tenidos en cuenta al momento de discutir el proyecto presentado por el ponente procede la Sala a resolver lo que es materia del recurso, teniendo en cuenta para ello los siguientes:
ANTECEDENTES

Con el fin de que fuera librado mandamiento de pago en contra de Colfondos Pensiones y Cesantías, el señor Luis Alberto Medina Ángel presentó como título ejecutivo la Resolución No 11575 del 4 de octubre de 2013, expedida por la Jefatura de la Oficina de Bonos Pensionales, por medio de la cual le fue reconocida la garantía de pensión mínima.

En auto de fecha 29 de septiembre de 2014 el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira libró mandamiento de pago a su favor y en contra del citado fondo, por las mesadas causadas desde el 2 de marzo de 2012 hasta que se verifique el pago, en cuantía de un salario mínimo legal mensual vigente; por los intereses legales y las costas generadas en el proceso ejecutivo.  Cómo medida previa fue decretado el embargo y secuestro de los dineros a nombre de la ejecutada en el Banco Popular.

Perfeccionadas las medidas cautelares decretadas, el día 8 de julio de 2016, Colfondos fue notificado del auto que libró mandamiento de pago, concediéndole el término de cinco (5) días para pagar o diez (10) días para proponer excepciones.  En escrito presentado en el Juzgado el 25 de julio de 2016, como argumento defensivo, solicitó que se declarara probada la excepción de “Prejudicialidad”, fundamentada en la existencia del proceso ordinario laboral que entre las mismas partes se adelantaba ante el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, a través del cual le fue otorgada la pensión de invalidez al actor y cuyo trámite se está surtiendo ante la Sala de Casación Laboral, con ocasión al recurso extraordinario de casación interpuesto contra la sentencia que confirmó el reconocimiento pensional.

En providencia de fecha 2 de octubre de 2018, el juzgado denegó la solicitud de prejudicialidad formulada por la AFP Colfondos, al advertir que de acuerdo con el artículo 161 del Código General del Proceso la consecuencia jurídica de la declaratoria de este medio de defensa, no es la terminación del proceso sino la suspensión del trámite al momento de tomar decisión de fondo, siempre y cuando la  sentencia que deba dictarse dependa necesariamente de lo que se decida en otro proceso judicial que verse sobre cuestión que sea imposible ventilar en aquél como una excepción o mediante demanda de reconvención.

Señala también la a quo que la misma norma, dispone que las acciones ejecutivas no serán suspendidas por la existencia de un proceso declarativo que verse sobre la validez o autenticidad del título ejecutivo, si los hechos en los que se fundan no pueden alegarse como excepción, situación que no se cumple en el presente caso, dado que la demanda ordinaria laboral que se adelantó en precedencia entre las mismas partes y cuya definición se encuentra a cargo de la Sala de Casación Laborar versa sobre el reconocimiento y pago de la pensión de invalidez, prestación diversa a la reclamada por la vía ejecutiva que lo es la pensión de vejez.
Aunque no desconoce la funcionaria de primer grado, la implicación que tendría el eventual reconocimiento de la pensión de invalidez en la descapitalización de la cuenta de ahorro individual del actor, cuya saldo fue analizado por la oficina de bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público para reconocer la garantía de pensión mínima de vejez, por cuanto ambas prestaciones se financian con dichos recursos, considera que esta situación no es un conflicto que pueda ventilarse en este proceso, pues lo único que aquí debe importar es la exigencia de los requisitos para la procedencia del cobro, lo cual se cumple a cabalidad.

Como punto final, sostiene la decisión que el tema que preocupa a la ejecutada debió preverlo antes de solicitar el reconocimiento de la pensión de vejez a favor del ejecutante, pues debió considerar la existencia de un proceso en el que se debatía otra prestación y así tomar las medidas necesarias para abstenerse de adelantar dicho trámite hasta tanto no se decidiera esta situación, siendo imposible ahora trasladar su responsabilidad alegando una prejudicialidad a todas luces improcedente.
Inconforme con lo decidido, el fondo ejecutado interpuso los recursos de reposición y en subsidio el de apelación, insistiendo en la necesidad de suspender el trámite para no afectar el monto actual de la cuenta de ahorro individual del actor, pues en el evento en que la Sala de Casación decida no casar la sentencia que reconoce la pensión de invalidez, la entidad tendría que pagar la prestación con base en lo que queda depositado en la cuenta de ahorro individual, lo cual generaría un problema mayor al demandante en la contratación del seguro previsional con la aseguradora. 
Peticiona además que de conformidad con las facultades extra y ultra petita, el Juzgado declare que el título ejecutivo no cumple con los requisito del artículo 422 del CGP, tal como lo hizo en una oportunidad anterior.
El Juzgado, para resolver el recurso de apelación se mantuvo en los argumentos anteriormente expuestos, adicionando los mismos únicamente en el hecho de que en providencia de fecha 22 de agosto de 2018, esta Corporación encontró reunidos los requisitos de procedibilidad para adelantar la presente acción ejecutiva, ordenado al Juzgado continuar con el trámite pertinente, orden a la cual dio cumplimiento, decidiendo precisamente lo correspondiente a la solicitud de prejudicialidad formulada por la AFP Colfondos S.A.
El recurso de apelación, fue concedido en el efecto suspensivo, por lo que se procedió a remitir el expediente a esta Corporación para decidir lo pertinente, lo que en efecto se hará, previas las siguientes

CONSIDERACIONES:

El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente:

PROBLEMA JURÍDICO

¿Debe revocarse el mandamiento de pago por medio del cual se pretende el cobro ejecutivo de la pensión de vejez del régimen de ahorro individual, por cuanto se encuentra pendiente por resolverse el recurso de casación contra la sentencia que ordenó el reconocimiento y pago de la pensión de invalidez en el mismo régimen?
Para resolver el interrogante planteado en el caso concreto, la Sala estima pertinente hacer las siguientes precisiones:

1. PREJUDICIALIDAD

La prejudicialidad se presenta cuando estando en curso un proceso, en otro juicio se ha de tomar una decisión que puede incidir en el resultado del asunto que convoca a las partes, por lo que se hace necesario suspender la actuación hasta tanto se profiera la providencia que defina con carácter de cosa juzgada aquel otro juicio.
Es así entonces que el artículo 161 del Código General del Proceso establece como causal de suspensión el que la “sentencia que deba dictarse dependa necesariamente de lo que se decida en otro proceso judicial que verse sobre cuestión que sea imposible de ventilar en aquel como excepción o mediante demanda de reconvención. El proceso ejecutivo no se suspenderá porque exista un proceso declarativo iniciado antes o después de aquel, que verse sobre la validez o la autenticidad del título ejecutivo, si en este es procedente alegar los mismos hechos como excepción”

Para el doctor Hernán Fabio López Blanco al comentar el Código General del Proceso, señala que “Para que pueda hablarse de prejudicialidad se requiere no la simple relación entre dos procesos sino la incidencia definitiva, necesaria y directa que la decisión que se tome en un proceso tenga sobre la que se adopte en el otro, de modo tal que sea condicionante total o parcialmente del sentido del fallo que deba proferirse, criterio que es esencial para no desnaturalizar el concepto y evitar el abuso que en alguna época y con fines claramente dilatorios de la actuación se dio”.
2. DE LA MUTACIÓN DE LA PENSIÓN DE INVALIDEZ A LA PENSIÓN DE VEJEZ EN VIRTUD DE LA INCOMPATIBILIDAD ENTRE AMBAS PRESTACIONES.

Como quiera que de acuerdo con el literal j) del artículo 13 de la ley 100 de 1993 “Ningún afiliado podrá recibir simultáneamente pensiones de invalidez y de vejez”, es preciso sentar desde ya que lo que está previsto en la legislación, en vista de la temporalidad de la pensión de invalidez y de la diferencia de las tasas de reemplazo de una y otra prestación, es que, si un afiliado adquiere primero la pensión de invalidez y posteriormente reúne los requisitos para acceder a la pensión de vejez, está facultado para pedir el cambio de la prestación a los que se deriven de esta última.

Para los anteriores efectos se debe tener en cuenta que la pensión de invalidez en el régimen de ahorro individual se rige por las disposiciones que sobre esta misma prestación se establecen en el régimen de prima media con prestación definida, más exactamente los artículos 38, 39, 40 y 41 de la Ley 100 de 1993, sin embargo estas normas no tratan la mutación de la pensión de invalidez a la pensión de vejez, siendo entonces necesario acudir al inciso 2º de su artículo 31 de la misma obra, que remite al sistema pensional anterior, esto es el Acuerdo 049 de 1990 que sí lo abordó el en el inciso final del  artículo 10, así:

“La pensión de invalidez se convertirá en pensión de vejez, a partir del cumplimiento de la edad mínima fijada para adquirir este derecho” 

Respecto la pensión de vejez con garantía de pensión mínima, la edad para que se genere la conversión de pensión de invalidez a la de vejez, sería 62 años de edad si son hombres y 57 años de edad si son mujeres. 
3. DEL LA FINANCIACION DE LA GARANTÍA DE PENSIÓN MÍNIMA Y LA PENSIÓN DE INVALIDEZ EN EL RÉGIMEN DE AHORRO INDIVIDUAL.
La garantía de pensión mínima consiste en el aporte que hace el Estado a favor de aquéllos afiliados que, habiendo alcanzado la edad mínima para pensionarse y contar con 1150 semanas cotizadas o más, no han alcanzado a generar la pensión mínima de que trata el artículo 35 de la Ley 100 de 1993, procediendo entonces el Gobierno Nacional a completar la parte que hace falta para obtener dicha prestación.

La pensión de invalidez en el régimen de ahorro individual, conforme lo dispone el artículo 70 de la Ley 100 de 1993, se financia con el capital acumulado en la cuenta de ahorro individual pensional del afiliado, el bono pensional si a éste hubiere lugar y la suma adicional necesaria para completar el monto que financie la pensión, la cual estará a cargo de la aseguradora con la que se haya contratado el seguro de invalidez y sobrevivientes.
4. CASO CONCRETO

Lo primero que debe indicarse es que fuera de cualquier análisis se encuentra la acreditación de los requisitos formales del título judicial, en este caso representado por la Resolución No 11575 de 2013 expedida por la Jefatura de la Oficina de Bonos Pensionales, por medio de la cual le fue reconocida la garantía de pensión mínima al señor Luis Alberto Medina Ángel, pues la controversia que se suscitó frente a este punto, fue dirimido por la Sala No 3º de esta Corporación el 22 de junio de 2018, en providencia donde, en aquélla oportunidad, se encontró válidamente conformado el título que sirve de recaudo en la presente ejecución.
Clarificado lo anterior, es del caso precisar, que si bien la parte ejecutada pretende la revocatoria del mandamiento de pago como consecuencia de la prosperidad de la prejuidicialidad alegada en virtud de la existencia de un proceso ordinario laboral en el que se reclama el reconocimiento y pago de la pensión de invalidez y que se encuentra pendiente de que le sea resuelto el recurso extraordinario de casación, lo cierto es que las normas vigentes no prevén la terminación del proceso sino la suspensión del mismo antes de proferir sentencia.
Pero, al margen de lo anterior, en el presente caso no se observa que exista prejudicialidad por cuanto es claro que en el proceso ordinario laboral radicado con el número 2005-0556, que entre las mismas partes se adelantó ante el Juzgado Segundo Laboral del Circuito y que se encuentra en la Corte a la espera de la sentencia de casación que cierre el asunto, buscó y obtuvo en las instancias el reconocimiento y pago de la pensión de invalidez del señor Luis Alberto Medina Ángel a partir del 6 de marzo del año 2000, previa declaratoria de nulidad del dictamen, que en su caso rindió la Junta Nacional de Calificación de Invalidez. 
Nótese que, frente a la incompatibilidad para la percepción simultánea de pensiones de invalidez y vejez, el hecho de que la Corte no case la sentencia del Tribunal, que es lo que preocupa a la recurrente, implicaría la vigencia de la pensión de invalidez del actor hasta el momento en que, por llenar él los requisitos para acceder a la pensión de vejez, aquella mute en ésta.  Pero, se insiste, sin que puedan en ningún momento percibirse simultáneamente. 

Es más, nótese que una situación muy similar a la que aquí acontece, encuentra solución en los incisos 3º y 4º del 70 de la Ley 100 de 1993, en cuanto dispone que en el evento de que se determine la cesación del estado de invalidez, la aseguradora está llamada a reintegrar el saldo no utilizado de la reserva para pensiones en la parte que corresponda al capital más los rendimientos, permitiendo incluso al afiliado contabilizar como término para completar el número mínimo de semanas cotizadas para la garantía de pensión mínima, aquel en el cual disfrutó de dicha prestación, lo cual implica que contario a lo que sostiene el recurrente, en esta clase de eventos no tiene por qué verse afectado el saldo de la cuenta de ahorro individual del actor por cuenta del reconocimiento de la pensión de vejez.
Ahora bien, como los requisitos para acceder a la pensión de vejez se llenaron el 2 de marzo de 2012 cuando el aquí ejecutante cumplió los 62 años de edad, será solo hasta el 1º de marzo de la misma anualidad que, de no casarse la sentencia que reconoció el derecho a la pensión de invalidez, dicha prestación tendrá vigencia, mutando en adelante su naturaleza a la de vejez.
Como puede observarse, en nada incide, procesalmente hablando, para la continuidad de la presente ejecución, el hecho que se encuentre por definir la firmeza de la sentencia proferida por el citado despacho el 28 de junio de 2013, en la que se declaró la nulidad del dictamen rendido por el órgano de cierre encargado de calificar la invalidez de las personas y el reconocimiento y pago de la pensión de invalidez, confirmada por esta Corporación el 18 de junio de 2015, pues la obligación aquí reclamada es la pensión por vejez en la modalidad de garantía de pensión mínima.
Respecto a la financiación de ambas prestaciones, es un hecho indiscutible que estas se cubren inicialmente con el saldo acumulado en la cuenta de ahorro individual del señor Medina Ángel; sin embargo, la suma adicional necesaria para completar el capital destinado a cubrir las mismas tienen origen diferente, pues mientras que en la pensión de invalidez tal monto lo asume la aseguradora con la cual se contrató el seguro de invalidez y sobrevivientes, en la de pensión de vejez, ese mismo faltante lo cubre el Estado.
Bajo ese panorama, cualquier controversia que se suscite entre si es la aseguradora o el Estado quien debe asumir el eventual faltante que surja por cuenta de que la sentencia que reconoció la pensión de invalidez en caso de no ser casada, corresponde solucionarla al Fondo Privado y éstas y no trasladar dicha carga al actor.
Sin embargo, como quiera que no es este el asunto que debe resolver la Corporación, pues se trata de una situación que no se ha consolidado, no queda más que decir, que existiendo la obligación autónoma e independiente a cargo de Colfondos S.A. de pagar la pensión de vejez del actor a partir del 2 de marzo de 2012, conforme el título ejecutivo que origina la presente acción, la prejudicialidad no opera en este asunto y en tal virtud la decisión de primer grado será confirmada.

Costas en esta instancia estarán cargo Colfondos Pensiones y Cesantías S.A.
En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR el auto proferido por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el día 2 de octubre de 2018.
SEGUNDO: CONDENAR en costas a la parte ejecutada en un 100%.

Decisión notificada en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta.

Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES       ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
2

